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y engañosa por definirlo suavemente. 
 
Con respecto a la 5ª pretensión, el sistema arbitral en general, y concretamente el Colegio 
arbitral que resuelve este expediente carece de competencias sancionadoras. Para ello, 
debe darse traslado al servicio de inspección. Por lo tanto, al carecer de competencias, el 
Colegio arbitral NO PUEDE ENTRAR A CONOCER dicha pretensión. 
 
SEGUNDA: 
Solicita el consumidor que se respete el compromiso contractual de mantener las 
condiciones iniciales durante dos años. Y vinculado a esto, que se regularice y se le 
abonen los importes cobrados de más por el cambio de tarifa. 
 
La reclamada considera que la modificación contractual debe ser aplicada por dos 
motivos: con base en la cláusula 6ª de las condiciones generales del contrato, y porque se 
preavisó al consumidor en la factura. Ninguna de estas afirmaciones puede ser 
compartida por el Colegio arbitral: 
 
La segunda de ellas, porque con la factura indicada y aportada por la reclamada no se 
indica un cambio tarifario, sino la actualización de los costes regulados 
administrativamente que se han trasladado al consumidor desde enero de 2023 (Véase el 
apartado 8º de los hechos probados). 
Y la primera y fundamental: Considera la reclamada que la condición general 6ª le permite 
modificar unilateralmente el contrato. No se ha aportado el contrato al expediente, por lo 
que el Colegio no ha podido enjuiciarlo por sí mismo. Pero incluso, aunque la Condición 
General 6ª le permitiera modificar unilateralmente el precio de la tarifa única, ello puede 
darse en las renovaciones posteriores al plazo inicialmente pactado por las partes. En el 
correo enviado por la propia comercializadora en enero de 2022, se indica en letras 
grandes de color rojo que la tarifa única tiene un “precio garantizado durante dos años”. 
Tal como dispone el art. 61.2 TRLCU, “El contenido de la oferta, promoción o publicidad, 
las prestaciones propias de cada bien o servicio, las condiciones jurídicas o 
económicas y garantías ofrecidas serán exigibles por los consumidores y usuarios, 
aún cuando no figuren expresamente en el contrato celebrado o en el documento o 
comprobante recibido y deberán tenerse en cuenta en la determinación del principio de 
conformidad con el contrato”. Se había ofrecido un precio garantizado con la tarifa única 
durante 2 años, por lo que este plazo debe ser respetado. Nada obsta, para que más allá 
de esos dos años se actualice la tarifa única, pero durante esos dos años, aun tratándose 
de un contrato anual que tuviera que ser renovado (lo cual no hemos podido comprobar 
por no disponer del ejemplar del mismo), debe mantenerse la tarifa pactada. 
Y en el mismo sentido, operando el correo electrónico como contenido que podría 
considerarse una cláusula particular, esta deviene aplicable preferentemente sobre la 
condición general 6ª, por tratarse de una cláusula particular, y más beneficiosa que dicha 
condición general, en aplicación del art. 6.1 LCGC: “Cuando exista contradicción entre las 
condiciones generales y las condiciones particulares específicamente previstas para ese 
contrato, prevalecerán éstas sobre aquéllas, salvo que las condiciones generales resulten 
más beneficiosas para el adherente que las condiciones particulares”. 
 
Por lo tanto, el Colegio arbitral RESUELVE a este respecto la ESTIMACIÓN de la 
pretensión del consumidor, decidiendo que deben rehacerse todas las facturas en las que 
se incrementó el precio de la tarifa única, volviendo a emitirlas por importe mensual de 
68,67 € más o menos los extras que hubiera en cada una de ellas. Sólo se permite añadir 
a la tarifa pactada, de 68,67 € los extras consistentes en el coste del tope de gas y el 
ajuste de variación de las regulatorias. En dicha tarifa de 68,67 € ya estaba incluido el 
impuesto eléctrico, el Iva y el alquiler de contador, por lo que no pueden facturarse a 
mayores sobre la cuota pactada como tarifa global. 
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